
   
 

 

 

 

 
7 de agosto de 2019 

 
REF.: Caso Nº 12.950 

Rufino Jorge Almeida 
Argentina 

  
 
Señor Secretario: 
 
 Tengo el agrado de dirigirme a usted, en nombre de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, con el objeto de someter a la jurisdicción de la Honorable Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, el caso No. 12.950 – Rufino Jorge Almeida respecto de la República de 
Argentina (en adelante “el Estado”, “el Estado argentino” o “Argentina”) relacionado con la 
responsabilidad internacional del Estado por la falta de indemnización del señor Rufino Jorge 
Almeida por el tiempo que permaneció bajo un régimen similar al de libertad vigilada (“libertad 
vigilada de facto”) durante la dictadura cívico-militar. El señor Almeida fue secuestrado el 5 de junio 
de 1978 por integrantes de las Fuerzas Armadas y detenido ilegalmente por 54 días en el centro 
clandestino de detención “El Banco”, donde fue torturado. Luego de su liberación fue sometido a 
una libertad vigilada de facto hasta el 30 de abril de 1983.  
 
 En 1995 el señor Almeida presentó una demanda administrativa por dichos hechos bajo la 
Ley No. 24.043 que otorgaba beneficios a las personas que hubieran sido puestas a disposición del 
Poder Ejecutivo nacional o detenidas en virtud de actos emanados de tribunales militares durante 
la dictadura. El Ministerio del Interior reconoció su derecho a la indemnización por 54 días de 
detención ilegal pero no por el período de libertad vigilada de facto por no estar dicho supuesto 
contemplado en la ley. El recurso de apelación y el recurso extraordinario interpuestos por el señor 
Almeida fueron rechazados. Con posterioridad a un cambio jurisprudencial mediante el cual los 
tribunales comenzaron a indemnizar casos de libertad vigilada de facto, el señor Almeida presentó 
en 2006 un recurso de revocatoria contra la resolución inicial. Este recurso fue rechazado dado que 
su situación no estaba contemplada en la ley. Posteriormente a la esposa del señor Almeida, quien 
fue detenida con él y permaneció en libertad vigilada de facto en idénticas condiciones, y a quien 
también se la había indemnizado por los 54 días de detención ilegal, se le otorgó el beneficio de la 
Ley No. 24.043 por el tiempo de la libertad vigilada de facto.   
 
 
 
 
 
 
 
Señor 
Pablo Saavedra Alessandri, Secretario 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Apartado 6906-1000 
San José, Costa Rica 
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La CIDH determinó que la exclusión de ciertos tipos de casos de los supuestos de la Ley No. 
24.043 no resulta per se violatoria del derecho a la igualdad ante la ley, siempre y cuando dicha 
exclusión responda a una justificación objetiva y razonable, y resulte proporcional a los fines 
perseguidos. Ante la falta de explicación del Estado sobre el carácter objetivo y razonable de la 
exclusión en el presente caso, la Comisión concluyó que la misma resultó violatoria del derecho a la 
igualdad ante la ley. La CIDH destacó que este análisis se enmarca en un contexto de 
reconocimiento por parte de autoridades ejecutivas y judiciales en Argentina de la deficiencia de la 
redacción de la Ley 24.043 para proteger adecuadamente el derecho a la indemnización a las 
personas que deben ser tratadas en igualdad de condiciones. Por dicho motivo, la CIDH consideró 
además que el Estado es responsable por la violación del artículo 2 de la Convención Americana 
respecto de la exclusión de la libertad vigilada de facto dentro del alcance de la Ley 24.043, 
situación que, en términos generales, fue corregida con posterioridad mediante interpretación 
judicial. Por último, la Comisión concluyó que el señor Almeida no contó con un recurso efectivo 
con las debidas garantías frente a la alegada violación del derecho a la igualdad ante la ley en el 
marco del primer proceso administrativo y en los recursos judiciales. 
  
 El Estado argentino ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos y aceptó la 
competencia contenciosa de la Corte Interamericana el 5 de septiembre de 1984.  
 

La Comisión ha designado al Comisionado Francisco José Eguiguren Praeli y al Secretario 
Ejecutivo Paulo Abrão como sus delegados. Asimismo, Analía Banfi Vique, abogada de la Secretaría 
Ejecutiva de la CIDH, actuará como asesora legal. 

 
De conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Corte Interamericana, la Comisión 

adjunta copia del Informe de Fondo No. 147/18 elaborado en observancia del artículo 50 de la 
Convención, así como copia de la totalidad del expediente ante la Comisión Interamericana 
(Apéndice I) y los anexos utilizados en la elaboración del informe 147/18 (Anexos).  

 
Dicho Informe de Fondo fue notificado al Estado el 7 de febrero de 2019, otorgándole un 

plazo de dos meses para informar sobre el cumplimiento de las recomendaciones. El Estado 
argentino solicitó una primera prórroga, la cual fue concedida por la Comisión. Posteriormente el 
Estado solicitó una segunda prórroga en idénticos términos y sin aportar información específica 
alguna sobre la implementación de las recomendaciones contenidas en el Informe de Fondo. En 
consecuencia, la Comisión decidió someter a la jurisdicción de la Corte Interamericana la totalidad 
de los hechos y violaciones de derechos humanos descritos en el informe de fondo 147/18, ante la 
necesidad de obtención de justicia para la víctima en el caso particular.  

 
En ese sentido, la Comisión solicita a la Honorable Corte que concluya y declare que el 

Estado de Argentina es responsable por la violación de los derechos a contar con una motivación 
adecuada, a la igualdad ante la ley y a la protección judicial consagrados en los artículos 8.1, 24 y 
25.1 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 
2 del mismo instrumento en perjuicio de Rufino Jorge Almeida, en los términos descritos a lo largo 
del informe de fondo. 
 

En consecuencia, la Comisión solicita a la Corte Interamericana que establezca las siguientes 
medidas de reparación: 

 
1. Ofrecer al señor Rufino Jorge Almeida un mecanismo idóneo, efectivo y expedito, a 

fin de que se reconsidere su solicitud de indemnización, tomando en consideración los argumentos 
por él planteados sobre la violación al derecho a la igualdad ante la ley, tanto en el marco del primer 
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proceso administrativo y los posteriores recursos judiciales; como en el marco de sus posteriores 
solicitudes tras el precedente del caso Robasto. En dicha reconsideración, el Estado argentino está 
obligado a observar sus obligaciones internacionales en materia de igualdad ante la ley, no siendo 
oponible en abstracto la situación de cosa juzgada y permitiéndosele a la víctima presentar toda la 
información necesaria para acreditar su reclamo bajo la Ley 24.043. 

 
2. Reparar integralmente las violaciones declaradas en el informe de fondo, tomando 

en cuenta tanto el daño material como inmaterial por la denegación de justicia de que fue víctima el 
señor Rufino Jorge Almeida en el contexto de sus reclamos a la luz del derecho a la igualdad ante la 
ley.  

 
Además de la necesidad de obtención de justicia y reparación por la falta de cumplimiento 

de las recomendaciones del informe de fondo, la Comisión considera que el caso presenta 
cuestiones de orden público interamericano. Específicamente, el presente caso le permitirá a la 
Honorable Corte desarrollar su jurisprudencia respecto a las obligaciones internacionales en 
materia del derecho a la igualdad ante la ley en la obtención de reparaciones económicas por graves 
violaciones a los derechos humanos. Además, la Corte podrá pronunciarse sobre si la interpretación 
judicial que, en términos generales, corrigió el alcance de la Ley 24.043 brinda suficiente seguridad 
jurídica sobre la materia o si resultan necesarias medidas de no repetición adicionales, tomando en 
cuenta el sistema jurídico Argentino en lo relativo a los efectos de las decisiones de la Corte 
Suprema. La Corte Interamericana podrá asimismo fijar parámetros claros a fin de que las 
autoridades judiciales de los Estados de la región que resuelven reclamos de reparación por graves 
violaciones, decidan de manera conforme con los derechos que la CIDH consideró violados en el 
informe de fondo.  

 
En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público 

interamericano, de conformidad con el artículo 35.1 f) del Reglamento de la Corte Interamericana, 
la Comisión se permite ofrecer la siguiente declaración pericial:  

 
Perito/a, cuyo nombre será informado a la brevedad, quien declarará sobre los 

estándares relativos a las obligaciones internacionales en materia del derecho a la igualdad ante la 
ley en la obtención de reparaciones económicas por graves violaciones a los derechos humanos. 
Además, el perito se referirá los supuestos en los que estaría justificada una diferencia de trato en el 
acceso a tales reparaciones, tomando en cuenta para ello el contexto en Argentina y los hechos del 
presente caso. Se referirá también a los parámetros que deben tomarse en cuenta para evaluar si un 
recurso administrativo y/o judicial resulta efectivo para resolver un los debates planteados a la luz 
del principio de igualdad ante la ley. En la medida de lo pertinente, el/la perito/a se referirá a otros 
sistemas internacionales de protección de derechos humanos y al derecho comparado. 

 
 El CV del/a perito/a propuesto/a será incluido en los anexos al Informe de Fondo No. 
147/18.  
 
 La Comisión pone en conocimiento de la Honorable Corte la siguiente información de 
quienes actúan como parte peticionaria en el trámite ante la CIDH conforme a la información más 
reciente: 
 

xxxxxxxxxxxxx 
 

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 
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      Paulo Abrão 
     Secretario Ejecutivo 

Anexo 


